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    PRÓLOGO (DEL AUTOR)


     


     


    Este libro ha sido motivo de diferentes reflexiones en el transcurso del tiempo, y en él he querido transmitir las opiniones que considero más relevantes, para que el lector se pueda preguntar, entre otras cosas, la complejidad que hay en el hecho de que toda una nación funcione bien, respetando los derechos, las ideas y la ley que todos debemos tener como base, que es la Constitución, para el correcto orden y comportamiento de la sociedad en la que vivimos.


    Además de la complejidad que tiene esta ley amplia y extensa, pues debe agradar a cada uno de los individuos que componemos la nación, hemos tenido otro gran inconveniente, y es que, cuando fue sometida a votación en un referéndum, tuvimos que contestar con un sí o con un no a todo su contenido; es obvio que hay muy pocas personas que estén de acuerdo con su totalidad. Aun en el caso de que sea muy democrática, muy justa, y muy eficaz, con esta forma de ratificarla es el pueblo quien paga las consecuencias de aquellas partes no aceptadas por los ciudadanos. Personalmente, creo que para que todos tuvieran un mayor entendimiento de la Constitución, sería mejor votarla por partes, pues haría más fácil su conocimiento y aceptación.


    Este libro no pretende ser una nueva redacción de nuestra actual Constitución, pero al opinar sobre lo que, a mi entender, se podría modificar en ella, he tratado de exponer aquellos argumentos que me han parecido más idóneos; este sí que es el verdadero objetivo del libro: que se compare alguna de las partes de la actual Constitución con aquellas que expongo motivadas.


    Doy las gracias a todas las personas que, sin saberlo, me han ayudado para escribir este libro, pues he conocido sus puntos de vista a través de la observación, y estos me han ayudado a analizar y reflexionar sobre todas las opiniones provenientes de individuos de diferentes clases sociales, entre las que he encontrado discrepancias, basadas, en general, en la más simple lógica de las cosas. Con toda esa información he querido escribir este libro para que, en lo posible, el ciudadano comprenda la importancia de la Constitución, pues a través de ella y de otras leyes que la complementan, a los ciudadanos se nos debe facilitar todo lo necesario para ser más confiados y felices.


    Espero que este libro sirva para que algunas personas —aunque me agradaría que fueran muchas—, al pensar en las ideas que se aportan en él y las suyas propias, sean capaces de construir un país más democrático, más eficaz y más justo.

  


  
     


     


     


     


     


     


    PRIMERA PARTE:

    OPINIONES


     


     


    DEMOCRACIA


     


    De los muchos y diferentes sistemas políticos que existen para dirigir un país, podemos decir que en el nuestro existe un sistema democrático. Este nos dice, entre otras cosas:


     


    • Que todas las personas que forman el país poseen los mismos derechos ante la ley y aquellas que sean mayores de edad tendrán derecho al voto.


    • Que la Justicia es un órgano independiente del Estado.


    • Que el país tiene un órgano de gobierno de la justicia.


    • Que el país tiene una constitución.


    • Que el país tiene dos cámaras correspondientes para legislar.


    • Que el país tiene un Tribunal Constitucional y un Tribunal Supremo.


    • Que el país celebra elecciones libres y democráticas.


     


    Lo que debería decir y, por lo tanto, debería ser modificado, es lo siguiente:


     


    1. Que el pueblo participe en las tareas del Gobierno. Es obvio que no lo hace, ya que solo se cuenta con él para las elecciones y, sin embargo, no se le tiene en cuenta en ningún otro aspecto que tenga que ver con sus derechos fundamentales y libertades públicas.


    2. Que todas las personas tengan los mismos derechos y obligaciones ante la ley. Es evidente que hay una serie de personas que tienen la condición de aforados, lo que les otorga el privilegio de no ser iguales que el resto de los españoles ante la ley.


    3. Que la Justicia es un órgano independiente del Estado es algo cierto, pero sus mandos, en su gran mayoría, están nombrados por políticos, y la influencia de estos la condiciona.


    4. Que el país tiene una constitución que sirve para no legislar en su contra, pero creo que es necesario cambiar en ella algunas cosas básicas.


    5. Que el país pueda tener un órgano independiente del Estado que controle la administración y los presupuestos de la sanidad pública. Está claro que no lo tiene y existe una falta de control de medios y presupuestos.


    6. Que el país pueda tener un órgano independiente que controle los presupuestos de cada entidad del Estado. Existe algo parecido, el Tribunal de Cuentas, pero depende de las Cortes Generales, así que no es independiente y, por otra parte, tampoco controla los presupuestos del Congreso, del Senado, del Gobierno, de las comunidades autónomas ni de la Administración provincial y local.


    7. Que el país tenga un órgano independiente del Estado que controle y establezca los salarios y pensiones de todos los trabajadores de la nación; es obvio que no lo tiene. El sueldo de un trabajador depende de varios factores, entre ellos la cantidad necesaria de dinero que necesita una persona para hacer frente a sus diferentes necesidades. El salario que puede cubrir esa necesidad de dinero será mayor o menor en función de la valoración de su puesto de trabajo, entendiendo que cada puesto de trabajo tiene una valoración distinta según la O.I.T.


    Pues bien, este órgano, que voy a denominar Tribunal del Trabajo, tendría los conocimientos necesarios para poder realizar una valoración de todos los puestos de trabajo reales que tienen los trabajadores de España; en función de esa valoración y de su cuantificación en dinero, se definirían los diferentes salarios de los trabajadores, y en base a esos salarios, su sistema de pensiones.


    Cada año se revisarían esos salarios y pensiones para todos, según el incremento de precios que de forma real se hubiese producido; de esta forma se eliminarían, en gran parte, las huelgas y los descontentos por los salarios, siempre, por supuesto, que los sueldos asignados fuesen los adecuados para que la persona pudiera hacer frente a sus diversas necesidades.


    En conclusión, aunque ha sido interpretado de muchos modos, la mejor definición, a mi juicio, del concepto de democracia es aquella que la describe como «la participación del pueblo en las tareas del Gobierno», por ser la que más cerca está de que sea el pueblo el único que pueda acertar o equivocarse.


    Sin embargo, para que esto pueda suceder, hay que darle participación a los ciudadanos, y no solo cuando se vota para elegir a unos dirigentes y que solo ellos tomen todas las decisiones hasta las próximas elecciones, sino en todos aquellos asuntos que afecten a los derechos fundamentales de los ciudadanos, los mismos que actualmente se resuelven mediante leyes orgánicas sobre las que no se da al pueblo ninguna participación.


    8. Las sentencias del Tribunal Constitucional sobre los casos de inconstitucionalidad no solo se deberían respetar por parte de las entidades correspondientes, sino que el hecho de no hacerlo tendría que considerarse delito y, como tal, ser castigado por los tribunales de justicia para defender la ley fundamental del Estado que el pueblo ha aceptado: la Constitución.


     


    La democracia es un sistema político que se basa en la aceptación de cualquier aspecto sometido a votación y con un resultado favorable hacia el mismo, como la Constitución, los legisladores y el Gobierno y sus representantes. En estos casos, la decisión la toman directamente los ciudadanos a través de sus votos.


    Las resoluciones que parten de los órganos del Estado, como por ejemplo las de los legisladores al elaborar las leyes o al dirigir y gobernar el país, se deben y tienen que acatar y aceptar, pues son las que representan el Poder Legislativo y Ejecutivo del país.


    Las decisiones referentes a la justicia, que recaen en el Poder Judicial, se deben y tienen que acatar y aceptar.


    Sin embargo, en este sistema político, como en cualquier otro, no todas las personas acatan y aceptan las decisiones basadas en los resultados de las votaciones, las leyes legisladas o las decisiones tomadas por entidades judiciales y gubernamentales.


    Sobre la no aceptación podemos decir que no va en contra del sistema democrático y que, por lo tanto, las personas deben tener un cauce legal para poder hacer una reclamación o demanda sobre su disconformidad.


    Pero, en cuanto al tema de acatar, hay que entender que si se está a favor de la democracia, se debe respetar la ley y acatarla, obedeciendo las decisiones que tomen las entidades elegidas mediante la mayoría de los votos; otra cosa muy diferente es que el resultado de la votación sea el más acertado, eficaz, justo y social, pues muy probablemente no lo sea. La decisión más acertada puede ser cualquiera, pero no necesariamente tiene que ser la más democrática, porque desde el votante hasta las personas que toman todo tipo de decisiones en el sistema, todos deben mejorar en lo posible sus criterios para optimizar los resultados; este es el desafío de la democracia: la mejora del ser humano, de su capacidad, de su formación, etc., con independencia de su posición en la sociedad en la que vivimos.


    Hoy en día, en la gran mayoría de los países que dicen ser más democráticos existen disconformidades con sus leyes y con sus decisiones, pero lo peor es la violencia que se da en ellos por este motivo; de ahí que la democracia, hoy, sea una asignatura pendiente.


     


     


    LA CONSTITUCIÓN


     


     


    La Constitución es la primera ley del país, ya que todas las restantes están sometidas a ella; es decir, ninguna otra ley puede ser, en parte o en todo, contraria a la Constitución.


    La actual constitución nos dice, entre otras cosas, lo siguiente:


     


    • La Constitución se fundamenta en la indisolubilidad de la nación española, patria común de todos los españoles, reconoce los derechos y libertades de estos y garantiza el derecho a las autonomías de España, así como la solidaridad entre todas ellas.


    • El castellano es la lengua oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.


    • Las demás lenguas españolas serán también oficiales en sus respectivas comunidades autónomas de acuerdo con la ley.


    • Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.


     


    Parece muy probable que, para poner en funcionamiento el nuevo sistema, haya que realizar las siguientes acciones:


     


    1. Elaborar una nueva constitución que recoja todo lo expuesto como sistema nuevo.


    2. Someter esa nueva constitución a referéndum, para que el pueblo pueda decidir o no su ratificación mediante un primer referéndum sobre aquellas partes que no se refieren a los derechos y libertades de los ciudadanos, y tantos referéndums como fuesen necesarios para responder a todo lo que se refiera a los derechos y libertades de los ciudadanos.


    3. Para modificar el texto de la Constitución, se requeriría la concreción del artículo o de los artículos que se quieren modificar y dicha modificación.


    4. Para tener potestad para modificar la Constitución, se debería necesitar lo siguiente:


     


    • Que ambas cámaras se refieran siempre al mismo texto de modificación.


    • La mayoría absoluta del Congreso de los Diputados.


    • La mayoría absoluta del Senado.


    • Un referéndum mediante el que el pueblo español aprobara esta modificación por mayoría absoluta.


     


    5. Requisitos que debe cumplir una constitución:


     


    5.1. Ser democrática. Que todos los ciudadanos pueden participar, con su voto, en la decisión de sus derechos y obligaciones, y en la elección de sus dirigentes.


    5.2. Ser justa. Que todas las personas sean iguales ante la ley, sin ninguna clase de privilegios, y que todos los individuos tengan los mismos derechos y obligaciones. Dentro de la justicia podemos añadir:


     


    5.2.1. Legal. Que sus leyes sean constitucionales y democráticas, y que los jueces las hagan cumplir.


    5.2.2. Responsable. Que sus leyes tengan los mínimos errores posibles que puedan repercutir en algo, o en todo, sobre los ciudadanos del país.


    5.2.3. Social. En cuyas leyes no solo se tenga en cuenta al ciudadano, sino también la sociedad con la que convive.


    5.2.4. Segura. Que sus leyes den seguridad, en sus diferentes formas, al ciudadano y a la sociedad con la que convive.


    5.2.5. Eficaz. Que sus leyes den como resultado la eficacia y el bienestar de los ciudadanos y de la sociedad con la que convive.


    5.2.6. Independiente. Que en ningún caso dependa de ninguna entidad, ni para nombrar a sus jueces ni para decidir ningún asunto.


     


    Cualquier constitución debe cumplir tres funciones, fruto de los requisitos necesarios para exponer su contenido de la forma más clara y precisa posible, para que todos los ciudadanos puedan convivir en paz y prosperidad en la sociedad en la que vivimos:


     


    • Seguridad. Proporciona la competencia para:


     


    ∙ Establecer normas de todo tipo.


    ∙ Elaborar y aprobar leyes.


    ∙ Dictar sentencias en los tribunales de justicia.


     


    • Defender jurídicamente la Constitución.


    • Proteger los derechos fundamentales.


    • Resolver conflictos entre diferentes órganos.


    • Ejercer el poder y sus límites.


     


    En resumen, competencias para poder ejercer el poder legislativo, ejecutivo y judicial.


     


    • Justicia. Establece los siguientes valores jurídicos:


     


    ∙ La libertad.


    ∙ La justicia.


    ∙ La igualdad.


    ∙ El pluralismo político y religioso.


     


    En resumen, los valores jurídicos que permiten la dignidad humana de los individuos.


     


    • Legitimidad. Proporciona competencias para:


     


    ∙ Determinar el porqué de las dos funciones anteriores, dando la respuesta para entender las razones en las que se argumentan.


    ∙ Establecer el principio de lealtad por el convencimiento de las razones expuestas en esos porqués.


     


    En resumen, son las razones que justifican la lealtad del individuo sobre lo que considera legítimo.


    Cada una de las tres funciones en las que se divide la Constitución son importantes para su estudio y análisis; sin embargo, creo que la más difícil de elaborar y de aceptar es la tercera, pues se cuestionan en ella los porqués de las dos funciones anteriores y, por el proceso, es en esta donde se ha de aceptar o rechazar la Constitución.


    Parece lógico pensar que cada una de las tres funciones debería ser admitida para aceptar la Constitución; sin embargo, insisto en recalcar la dificultad de dar conformidad a la tercera función.


    Cualquier asunto que sometamos a la aprobación del individuo puede tener un grado de dificultad, pero si ese mismo tema lo sometemos a justificar el porqué, el grado de dificultad aumenta, pues no tratamos con razones más o menos técnicas, sino con razones ideológicas, las cuales son más difíciles de aceptar, pues cada persona suele tener las suyas propias.


     


     


    VOTANTES


     


    Son los individuos que votan libremente mediante una papeleta en la que va impreso el partido o la persona elegida, o la pregunta a la que responde, y la introduce en una urna. Esas papeletas son anónimas, nadie sabe a quién han pertenecido y, en consecuencia, tampoco qué ha votado cada uno. Por lo tanto, a esos votantes no se les puede pedir ninguna responsabilidad, aunque la tengan, y creo que la tienen. Las decisiones que implican esos votos, a pesar de estar respaldados por una gran mayoría, pueden estar equivocadas, dado que la razón y la eficacia no la garantizan una mayoría, y en esos votos puede haber intereses, deseos, ideales, incompetencia, etc., que están muy lejos del conocimiento y la eficacia de las decisiones implícitas en cualquier votación.


    Sobre el voto hay que considerar varias cosas, entre ellas podemos referirnos a dos muy importantes que tienen que ver con la probable eficacia de ese voto: la responsabilidad y la cualificación.


    En cuanto a la responsabilidad, diré que actualmente no existe más que la que el votante adquiera, y esta, en mi opinión, no es la idónea ni la suficiente para elegir a los políticos más cualificados para realizar ese trabajo, pues, al desempeñar un cargo público, trabajan para todos los españoles y han de ser eficaces, honestos y respetar la ley.


    El individuo mayor de 18 años tiene, según la ley, derecho a votar, pero solamente se presupone en él la buena voluntad ética y moral para ejercer ese voto; esta es la única obligación que la ley exige.


    Actualmente, la responsabilidad que asume el votante es muy difícil de concretar, pues dentro del sistema se entiende que los ciudadanos tienen esas responsabilidades, aunque es obvio que esto no es real a nivel colectivo, porque unos la tienen y otros no. Pero, como en todo en la vida, hay excepciones y no existe un sistema en el voto que sea capaz de depurar esta responsabilidad colectiva.


    La cualificación del votante depende, en parte, de su formación y experiencia, y es, además, muy diversa y de diferentes grados. No obstante, y para entender bien este tema de la cualificación, debemos tener en cuenta otras formas de entendimiento. Si lo consideramos de forma científica, habría que reconsiderar otras muchas características del votante que tienen que ver con su cualificación. Muy probablemente se llegaría a la conclusión de que en el país existen grandes diferencias de cualificación entre votantes, y el tema de que se pueda separar a unos votantes de otros es tremendamente complejo y delicado, pues dependerá del nivel de cualificación que se exija, pero además choca con el derecho del individuo a votar, así que para no caer en el error de la discriminación, es más justo que el votante pueda y tenga derecho a realizar las siguientes acciones:


     


    • Votar a cualquiera de los candidatos, temas o partidos políticos.


    • Cambiar su voto en relación con anteriores elecciones.


    • Abstenerse por no sentirse convencido con nada de lo que se ofrece.


    • Votar en blanco.


     


    Por todos estos derechos que asisten al votante y por la amplia diferencia entre las cualificaciones de los mismos, resulta casi imposible exigirle una cualificación determinada, pues cada uno tiene la suya. Sería lo idóneo que la sociedad formara a todos los votantes para que tuviesen un mejor nivel de cualificación.


    En este apartado se hace necesario hablar de los diferentes tipos de votos y los conceptos referentes a ellos:


     


    • Votos emitidos son los correspondientes a los individuos que han votado. Se subdividen, a su vez, en los siguientes:


     


    ∙ Votos emitidos válidos son aquellos que reúnen los requisitos de la ley.


    ∙ Votos emitidos nulos son los que no han reunido los requisitos de la ley y, por lo tanto, no son válidos.


    ∙ Votos emitidos en blanco son los que, reuniendo los requisitos de la ley, no son considerados a favor de nadie ni de nada, pues el votante así lo decidió al votar en blanco. Son los de aquellos ciudadanos que no están de acuerdo con lo que se les ofrece e igualmente quieren votar.


    ∙ Votos contabilizados son aquellos que forman la totalidad de los votos emitidos (los válidos + los nulos + los votos en blanco).


    ∙ Votos obtenidos son los que se contabilizan para el cálculo de las votaciones en las elecciones y son el resultado de la operación votos contabilizados - (votos nulos + votos en blanco).


     


    • Abstenciones son los votos que corresponden a aquellos individuos que no han votado.


     


    Cuando el ratio entre los votos obtenidos y las abstenciones diera como resultado uno o menor que uno en las elecciones para un municipio, ciudad, capital de provincia, comunidad autónoma, el Gobierno, el Congreso, o el Senado, el resultado debería ser nulo y tendrían que repetirse las elecciones. Si se repitiera este ratio como resultado de unas segundas elecciones, creo que se debería elegir al partido con más votos obtenidos en ellas.


     


    Información del individuo votante sobre el partido político aspirante


     


    El partido debería hacer público, con un mínimo de 45 días antes de la celebración de las elecciones, los siguientes datos sobre su aspirante:


     


    • Currículum vitae con su formación y experiencia profesional.


    • Declaración de la renta y patrimonio.


    • Acreditación de su certificado de delitos.


    • Ideología y programa de su partido.


    • Cambios, propuestas y programa motivado que propone.


     


    Con esta información, evidentemente, el votante lo tendrá más fácil para tomar una decisión; aunque esta información por sí misma no le hace ser más cualificado ni responsable, sí es verdad que le sirve de ayuda a la hora de decidir si vota o no y, en caso de hacerlo, a quién lo hace. Por lo tanto, si el individuo no conoce los programas de los diferentes partidos políticos, nunca podrá saber cuál de ellos le convence, asunto que forma parte de su gran responsabilidad al votar.


     


    Responsabilidad de los partidos políticos ante sus hechos y resultados en relación a los votos recibidos


     


    En el momento actual, los votantes penalizan, entre comillas, a los partidos políticos por sus actos y resultados mediante el voto en las siguientes elecciones. Y digo entre comillas porque unos lo hacen, quizás los más defraudados, y otros, que podrían ser los más entusiastas, no lo hacen. Pero a ese partido político no se le penaliza por parte del sistema, de ahí lo que está ocurriendo, que los partidos en el poder dejan en las comunidades autónomas, en los Ayuntamientos, el Gobierno, el Congreso de los Diputados, el Senado, etc., las siguientes situaciones cuando acaba su mandato:


     


    • No se ciñen a los presupuestos asignados, gastando mucho más dinero del que tienen presupuestado.


    • No se ajustan a los programas expuestos a los votantes, lo que produce en estos frustración y decepción.


    • No cumplen lo prometido a los ciudadanos durante sus campañas; es decir, no son consecuentes ni responsables.


     


    La irresponsabilidad y las mentiras de los políticos repercuten en los ciudadanos, que son los que siempre pagan con su estado del bienestar y con sus ilusiones los engaños padecidos y las consecuencias que esto conlleva.


    Pero los políticos pertenecen a un partido, y es este el corresponsable de su candidato ante los votantes, ya que ellos votaron a un partido y fue este el que nombró al político en cuestión. En estos casos no hay ninguna penalización para ese partido político en cuanto a la valoración del voto y a la probable votación en las siguientes elecciones.


     


    Penalización de los partidos políticos ante la votación


     


    En el momento en que se produjera alguno de los casos expuestos anteriormente y esto se probara, el responsable político correspondiente debería, según creo, ser inhabilitado provisionalmente de su ocupación como político, y, si se confirmara su sentencia, deberían inhabilitársele de por vida para ejercer como político y para cualquier otro cargo público, con independencia del castigo que, por ley, dictara la sentencia de la justicia.


    Es penoso y vergonzoso que hoy en día no se castiguen y penalicen estas acciones por parte de los políticos, que son quienes nos gobiernan y gestionan las bases de nuestro sistema de vida. Nosotros, los ciudadanos, les damos el trabajo para que lo realicen dignamente y de una manera responsable, para que nos aporten bienestar, seguridad y felicidad, pero no para que nos generen infelicidad y más paro, mermen nuestro poder adquisitivo y nuestra asistencia sanitaria, construyan un sistema de educación ineficaz y, además, en algunos casos, se enriquezcan a costa de nuestro trabajo.


    En resumen, nosotros los contratamos para que nos hagan más felices y, si no lo consiguen, debemos tener leyes que nos protejan para dejarles sin este trabajo, aceptando en las urnas a otros que sean más honestos, responsables y eficaces.


    Parece una evidencia afirmar que cualquier votación es más real, participativa y más justa cuanto mayor sea el número de personas que intervengan en ella, y por eso en las elecciones generales, donde votan gran cantidad de adultos del país, se recogen unos resultados que aseguran bien las mayorías obtenidas de los partidos políticos. Sin embargo, realizar unas elecciones generales para resolver cualquier asunto no es muy aconsejable, de ahí que se elijan unos cuantos políticos para representar al pueblo en el Congreso y Senado, asunto que todos hemos aceptado. Pero otra cosa es que estos políticos tengan su voto condicionado por lo que decida su partido; sobre esto podemos decir lo siguiente:


     


    • Como es el partido el que decide el voto, y no el político, con un político por partido bastaría para ocupar cualquier cámara, pues con los demás no se cuenta para la votación. Esto, por supuesto, reduciría la participación y la eficacia del voto.


    • En cada cámara votan todos, pero cada uno lo hace siguiendo las directrices de su partido, por lo que también se reduce la participación y la eficacia del voto.


    • Hemos aceptado que sea un número de votantes concreto en cada cámara el que decida, mediante votaciones, todo aquello que le concierne al pueblo en representación suya. Si aceptamos los puntos anteriores como buenos, estamos aceptando también que haya menos de quince votos, que es, aproximadamente, el número de partidos existentes en cada cámara.


     


    Parece evidente lo siguiente:


     


    • Que nos sobran diputados y senadores, pues es absurdo que piensen en alguna forma de votar para que luego su partido les diga lo que tienen que votar.


    • Que no todos los políticos que componen un partido tienen la misma opinión sobre las cuestiones a debatir; de ahí que sea necesaria una libertad total de voto para cada uno de ellos, pudiendo decidir así lo que personalmente le parece más apropiado.


     


     


    POLÍTICOS


     


    Para ser político en nuestro país, la ley exige:


     


    • Ser mayor de edad y democrático.


    • Afiliarse a un partido político concreto.


     


    Pero yo me planteo si a un político se le debería permitir lo recogido en los siguientes puntos:


     


    • Cambiar de partido.


    • Pertenecer a algún tipo de sociedad, asociación, fundación, etc.


    • Ser funcionario del Estado.


    • Ejercer como político en diferentes legislaturas, con diferentes cargos políticos.


    • Tener la condición de aforado, pudiendo con ese aforamiento tener una serie de ventajas y privilegios que el resto de ciudadanos no tiene.


    • Serlo cualquier ciudadano.


     


    Analizando todos estos derechos que tiene el político en este país, diremos algunas cosas:


    Sobre la posibilidad de cambiar de partido, considero que la implicación y coherencia de un político se basa en que tiene unas ideas y quiere que el país se rija y se nutra de ellas en cada una de los aspectos que conllevan; es decir, en los temas económicos, sociales, culturales, religiosos, etc.


    Antes de que un ciudadano opte por ser político profesional, se supone que tiene unas ideas políticas determinadas, por lo que se hace miembro de un partido que está en consonancia con su ideología. Si cambiara de partido político, ya no tendría los mismos votantes, sino otros, y estos se preguntarían hasta qué punto va a ser fiel a estas nuevas ideas. Los nuevos votantes, por lo tanto, lo podrían calificar de intruso y pensar: «Ayer estuvo allí y hoy está aquí».


    ¿Entonces un político no puede cambiar de ideología? Claro que sí puede, afirmar lo contrario sería absurdo, porque todo el mundo tiene derecho a cambiar de ideas y de forma de pensar, pero si cambia de ideología política, debería afiliarse a un partido que esté en consonancia con las mismas, nunca ejercer una política diferente a la que anteriormente rechazó. Puede formar parte del partido como un simple afiliado, pero no participar profesionalmente para seguir así beneficiándose de la política a la vez que genera sospechas sobre el trabajo que va a realizar en la nueva formación sobre cuál es su verdadera ideología.


    En cuanto a pertenecer a algún tipo de sociedad, asociación, fundación, etc., pienso que el Estado paga a los políticos un salario y debería exigirles una dedicación total, pues trabajan para todos y cada uno de los españoles, y se les requiere el mejor rendimiento y eficacia en el desempeño de sus funciones.


    Para ser funcionario del Estado, la ley exige aprobar una oposición con la que se garantiza que esta persona está capacitada para el desarrollo de unas labores concretas. El político profesional, por su parte, tiene una trayectoria diferente en la que no se le exige ninguna oposición, aunque sí otros conocimientos. Los trabajos del funcionario y del político son diferentes y se requiere para cada uno de ellos a personas con una motivación, formación y cualificación distinta.


    En cuanto a ejercer como político en diferentes legislaturas y con diferentes cargos, considero necesario que para cada puesto de trabajo se requiera una aptitud, motivación, habilidad, conocimiento, experiencia, etc., y esto asegurará que esa persona sea competente y eficaz en ese puesto de trabajo. Esto es lo que hacen los países para la selección de personal de los diferentes puestos de trabajo y lo llevan a cabo también las empresas de selección. Con este argumento, el nuevo sistema contemplaría tres grupos de políticos:


     


    a) Políticos para legislar. Podrían optar a diputado o senador.


    b) Políticos para gobernar. Podrían optar a presidente del Gobierno, vicepresidente, ministro, delegado del Gobierno, subdelegado del Gobierno y ayudante de los subdelegados del Gobierno.


    c) Políticos para administrar y dirigir. Podrían optar a presidente de una comunidad, presidente autonómico, alcalde y concejal.


     


    Un político, cuando causara alta en su partido, debería decidir a cuál de estos grupos quiere pertenecer, así este le podrá presentar en las elecciones para cualquier cargo de ese grupo. La razón por la que un político profesional no debería poder cambiar de grupo obedece a que son personas con diferentes perfiles, dado que unos legislan, otros gobiernan y otros administran y dirigen. Con esta clasificación, cada partido tendrá mejores políticos profesionales para presentar como candidatos en las elecciones, con lo que su partido ganará en eficacia y, lo más importante, ganará también el Estado por haber seleccionado a sus candidatos en base a sus conocimientos, experiencia, requisitos, aptitudes y, sobre todo, motivaciones.


    Con esta mejora dejaremos atrás lo que ahora es una realidad: los cambios de todo tipo que realizan los políticos, mezclando los diferentes grupos sin ningún inconveniente, pues la ley se lo permite.


    ¿Puede un político ostentar cualquier cargo? Evidentemente la respuesta es que sí, pero debe ser su partido político el que se ocupe de situarlo en el más apropiado según su formación, aptitud, motivación y experiencia. Podríamos hacernos la misma pregunta en la vida privada: ¿Puede cualquier ciudadano ser director de una empresa? Claro que sí, pero tiene que ser la empresa la que le acepte en base a su perfil para ese puesto. En el caso del político profesional, quien le debe aceptar primero es su partido.


    Respecto a tener la condición de aforado, debo decir que todos los ciudadanos deben ser iguales ante la ley. No se puede aceptar que unos, por su trabajo, tengan unos privilegios que otros no poseen, como la inviolabilidad y la inmunidad. Esta circunstancia no solo es injusta, sino que es, sin duda, una grave discriminación hacia los ciudadanos no aforados. Si todos somos iguales ante la ley, nadie puede tener la condición de aforado, esto es de sentido común. La ley debería ser verdaderamente igual para todos, de forma que cada uno de nosotros, sin excepciones, esté sometido a ella.


    Parece razonable que pueda ser político profesional cualquier ciudadano mayor de edad; sin embargo, desearía llamar la atención sobre determinadas profesiones que conllevan alguna característica que lo hace poco compatible:


     


    • Los jueces necesitan en su trabajo una total independencia para ser justos. Si pasaran a ser políticos profesionales, no podrían actuar como tales por esa falta de independencia.


    • Los militares, que tienen una justicia militar diferente a la que tendrían si fuesen políticos profesionales.


    • Las personas con cargos religiosos, puesto que tienen ya un trabajo u ocupación dentro de su organización religiosa, además de que, muy probablemente, sus ideas no serían compatibles con la política.


     


    El poder de los políticos


     


    Es algo frecuente que algunos políticos ejerzan el abuso de poder para su beneficio propio y para el de terceros, algo intolerable que supone una gran lacra para el Estado y sus ciudadanos, a quienes fuerza a mostrarse más escépticos hacia el trabajo realizado por los políticos en general. Esta desconfianza puede alcanzar también a políticos inocentes y cualquier acto realizado por ellos, generando de este modo una situación muy perjudicial para el bienestar común.


    Sobre este abuso de poder, podemos citar dos casos en los que algunos políticos se pueden ven involucrados: la prevaricación y la malversación. Veamos con más calma qué es cada cosa y cómo se podría reducir de forma considerable, ya que eliminarla es algo que considero totalmente imposible.


    En los dos casos citados hay abuso de poder, y yo creo que las formas de reducir este abuso pueden ser las siguientes:


     


    1. Que a los políticos se les reduzca el poder para realizar los delitos citados.


    2. Que los políticos tengan ese poder, pero que este sea compartido con otros políticos, recayendo en todos ellos la responsabilidad del hecho realizado.


    3. Que exista un control y una verificación de aquellos casos en los que los partidos políticos tengan alguna sospecha fundada de delito.


     


    Respecto al punto 1, con una reducción del poder es indudable que no se podrá abusar tanto como antes; sin embargo, es necesario que alguien ejerza el poder a través de las leyes, aunque podemos hacer que ciertos poderes de los políticos desaparezcan. Podemos poner como ejemplo a las comunidades autónomas: únicamente el Congreso debería tener poder para legislar todas las leyes, excepto las comunitarias y locales, que serían responsabilidad del Senado; de este modo, sobre las comunidades autónomas recaería solamente el poder de gestionar y administrar.


    En cuanto al punto 2, creo que si la toma de una decisión es responsabilidad de varias personas, hay menos posibilidades de que exista un abuso de poder. Sería muy positivo que la gestión y administración de las comunidades autónomas recayera en varias personas, siendo cada una de ellas igualmente responsable de cualquier abuso de poder que tuviera lugar a través de las mismas. Esta medida tiene como inconveniente que no se pongan de acuerdo a la hora de tomar una decisión, lo que causaría retrasos y los consecuentes perjuicios.


    En relación con el apartado 3, creo que es la forma más efectiva de controlar un posible abuso de poder.


    Ahora hablaremos de la prevaricación y la malversación:


    La prevaricación es el delito que se produce cuando una autoridad pública realiza la resolución arbitraria de un asunto administrativo o judicial a sabiendas de que dicha resolución es injusta.


    La mejor arma para que este abuso de poder no se realice es que exista un control de todas y cada una de esas resoluciones, de manera que cualquier partido político pueda solicitar el control de esa resolución al tribunal de justicia correspondiente para que acepte o anule dicha resolución. En el caso de que la sentencia contemplara un delito de prevaricación, sería conveniente proceder de la siguiente forma:


     


    1. Inhabilitación de por vida del político profesional culpable para ocupar ese cargo y cualquier otro cargo público.


    2. El castigo establecido por la ley para el culpable.


     


    Siendo más concretos sobre este asunto, cualquier partido político podría solicitar la anulación o aceptación de esa resolución al tribunal de justicia competente para ese caso, que será el que podrá ejercer el control del abuso de poder de los políticos en ese tema. Ese tribunal no debería tardar más de quince días hábiles en dar respuesta a esa resolución. En este caso se encuentran aquellas resoluciones que tienen que ver con el Gobierno, las comunidades autónomas, los alcaldes, los concejales y los jueces.


    La malversación es el delito que se produce cuando uno o varios individuos se apropian de valores o de fondos públicos o privados que le son confiados por su cargo. La mejor arma para que este abuso de poder no se realice es también que exista un control constante en la contabilidad de esos valores y fondos, y que cualquier partido político pueda solicitar al tribunal de justicia correspondiente la revisión de esos asientos, aceptando o anulando en la contabilidad esos valores o fondos. Para controlarlo se debería hacer lo siguiente:


     


    • Los asientos procedentes de los valores o fondos en la contabilidad del órgano del Estado han de coincidir con los asientos de la otra entidad a la que van destinados. Esto se lo ordenaría el Tribunal de Justicia a los directores generales de la Administración del Estado, cuyo informe se le pasaría al tribunal correspondiente en el plazo de ocho días hábiles.


    • Se ha de verificar la contabilidad, comprobando que las salidas de valores o fondos se han llevado a efecto realmente. Esta parte la debería realizar el Tribunal de Justicia, que tendría que emitir su sentencia en el plazo de quince días hábiles desde la recepción del informe del director general, y cuyo resultado sería recibido por el partido político que lo hubiera solicitado, así como por la entidad pública de la que hubieran salido esos valores o fondos.


     


    En el caso de que la sentencia contemplara un delito de malversación de valores o fondos públicos, sería conveniente proceder de la siguiente forma:


     


    1. Inhabilitación de por vida, por parte del Tribunal de Justicia, para el/los político/s profesional/es culpable/s para ocupar ese cargo, así como cualquier otro cargo público.


    2. Devolución de los valores o fondos que hayan desfalcado.


    3. El castigo establecido por la ley para el culpable de este delito.


     


    Es necesario que el poder en manos de políticos profesionales tenga el suficiente control para que no se abuse de él. Este control lo deben realizar, siempre que sea solicitado, la Dirección General de la Administración del Estado, que garantizará:


     


    • Que cualquier desviación sobre los objetivos, por parte de los grupos políticos, sea motivo de que se detecte y se corrija antes de que el mal se expanda.


    • Que los políticos que sean descubiertos por este abuso de poder sean castigados de forma ejemplar, para el conocimiento de los ciudadanos y para el de otros políticos.


    • Que si ese abuso de poder implicara también desfalco de valores o fondos públicos, los políticos que lo hubieran generado paguen los valores o fondos públicos al Estado con sus bienes, y en el caso de que estos no llegaran a cubrir la deuda con sus bienes, pagaran con tantos años de prisión como fuera necesario para cancelar esa deuda, deuda que solo podrá pagar el propio culpable.


     


    Para organizar este control, se hace necesario que cualquier partido político que tenga la sospecha de que pudiera existir algún abuso de poder pueda interponer la correspondiente consulta en forma de demanda al tribunal de justicia que proceda, y este dar respuesta en el plazo máximo de veintitrés días hábiles, tanto al partido político que realizó la demanda como a la entidad pública de la que salieron esos valores o fondos.


     


     


    LOS PARTIDOS POLÍTICOS


     


    Esto es lo que la ley nos dice sobre los partidos políticos en nuestro país:


     


    • Han de ser democráticos.


    • Son libres para ser formados siempre que cumplan los requisitos que la ley les ordena.


    • Están integrados por políticos profesionales que se afilian a un partido político.


     


    A estos requisitos que les exige la ley, habría que añadirles lo siguiente:


     


    • Los partidos políticos se responsabilizarán de la selección de los políticos profesionales para cada uno de los puestos de trabajo de estos, con lo que no solo tendrán mejores resultados para su partido, sino mejores resultados para el país, puesto que la selección de la persona más adecuada es fundamental para la eficacia de cualquier puesto de trabajo.


     


    Es totalmente cierto que una persona puede desempeñar varios puestos de trabajo, pero también es cierto que realizará de manera más efectiva aquel para el que se siente más cualificado, en el que actúa con más motivación y en el que se siente más realizado y feliz. Todo esto influye notablemente en los resultados obtenidos.


    Se contemplan dos cosas en ese trabajo: la eficacia con los resultados que se pueden obtener y la motivación con que el trabajador desempeñe en ese trabajo.


    Actualmente no se hace con los políticos una selección de una forma técnica y científica por parte del partido político. Esto, sin embargo, es tan importante que determinados países no solo lo están haciendo desde hace muchos años, sino que hoy en día hasta emplean robots en esta selección, lo que les lleva a seleccionar a una persona entre cien candidatos en menos de una hora, cuando esto mismo, por medios humanos en empresas de selección, puede llevar unos veinte días.


    Lo importante del sistema de selección de los candidatos es que van a ser elegidos aquellos que tengan más aptitudes, y así podrán desarrollar su actividad de manera más efectiva, algo que se realiza ahora de una forma arbitraria y con muy poca efectividad. Cada político profesional dado de alta en un partido político tendría un número correspondiente a su especialidad y solo podría trabajar en ese partido político y con esa especialidad o con alguna otra del mismo grupo. Las especialidades y grupos serían los siguientes:


     


    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            Especialidades de los profesionales políticos en un partido

          
        


        
          	
            GRUPO

          

          	
            Nº

          

          	
            INSTITUCIÓN

          

          	
            CARGO

          

          	
            PLAZAS

          
        


        
          	
            1

          

          	
            1-1

          

          	
            Congreso de los Diputados

          

          	
            Diputado

          

          	
            X

          
        


        
          	
            1-2

          

          	
            Senado

          

          	
            Senador

          

          	
            X

          
        


        
          	
            2

          

          	
            2-1

          

          	
            Gobierno

          

          	
            Presidente del Gobierno

          

          	
            1

          
        


        
          	
            2-2

          

          	
            Gobierno

          

          	
            Vicepresidente del Gobierno

          

          	
            1

          
        


        
          	
            2-3

          

          	
            Gobierno

          

          	
            Ministro N. º X

          

          	
            S/L

          
        


        
          	
            2-4

          

          	
            Ministro del Interior

          

          	
            Delegado del Gobierno

          

          	
            X

          
        


        
          	
            2-5

          

          	
            Ministro del Interior

          

          	
            Subdelegado del Gobierno

          

          	
            X

          
        


        
          	
            2-6

          

          	
            Ministro del Interior

          

          	
            Ayudantes de subdelegados del Gobierno

          

          	
            X

          
        


        
          	
            3

          

          	
            3-1

          

          	
            Comunidades autónomas

          

          	
            Presidente de comunidades

          

          	
            1

          
        


        
          	
            3-2

          

          	
            Comunidad autónoma

          

          	
            Presidente de una comunidad

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Administración provincial

          

          	
            Capitales de provincias

          
        


        
          	
            3

          

          	
            3-3

          

          	
            Provincias

          

          	
            Alcalde provincial

          

          	
            X

          
        


        
          	
            3-4

          

          	
            Provincias

          

          	
            Concejales provinciales

          

          	
            S/L

          
        


        
          	
            Administración local

          

          	
            Comarcas, ciudades o municipios

          
        


        
          	
            3

          

          	
            3-5

          

          	
            Comarcas

          

          	
            Alcalde local

          

          	
            S/L

          
        


        
          	
            3-6

          

          	
            Comarcas

          

          	
            Concejales locales

          

          	
            S/L

          
        


        
          	
            3-7

          

          	
            Ciudades o municipios

          

          	
            Alcalde local

          

          	
            S/L

          
        


        
          	
            3-8

          

          	
            Ciudades o municipios

          

          	
            Concejales locales

          

          	
            S/L

          
        

      
    


    


    X representa el número de políticos profesionales que tiene ese partido político. S/L significa «según establezca la ley».


     


    • Los partidos políticos deberían estar financiados fundamentalmente por sus afiliados, así como por el Estado con arreglo a lo que establezca la ley. Los partidos políticos solo deberían presentar a sus políticos en sus listas de candidatos para las elecciones.


    • El número de profesionales políticos de cada partido político lo determinará este en función de la expansión política que tenga o quiera obtener.


    • Cada partido político dará al Estado, para su control, el número, nombre, D.N.I. y especialidad de cada político profesional registrado en el partido en el momento de alta y baja de dicho partido.


    • El alta y la baja como político profesional en un partido político se la debería notificar el propio partido al Estado en un plazo máximo de tres días hábiles desde su inicio o cese como tal. En el caso de no realizarlo, el Estado pasaría un informe al tribunal de justicia correspondiente, y este, por ley, tomaría las medidas que procedieran contra ese partido político. El incumplimiento de la notificación del partido político al Estado sobre el alta del político profesional debería ser motivo suficiente para que este no se pueda presentar a las próximas elecciones.


    • Los partidos políticos deberían tener estos tres grupos de personas trabajando en él:


     


    ∙ El trabajador de dicho partido, con un cargo o función, que puede ser o no afiliado, pero nunca político profesional.


    ∙ El afiliado político.


    ∙ El político profesional.


     


    El afiliado político es aquel ciudadano que, de forma totalmente libre, ha decidido formar parte de la organización, ideología o jerarquía de un partido político determinado, y este ha aceptado su acceso como tal.


    Toda la estructura del partido estaría formada exclusivamente por afiliados políticos; en ella estarían sus normas, ideas, objetivos, organización y cargos del partido.


    Cualquier afiliado político de un determinado partido podría ser un político profesional para ese partido causando baja en el cargo que tuviera y dándose de alta como político profesional del mismo. Este cambio solo le estaría permitido realizarlo una vez.


    El político profesional es aquel ciudadano que, de forma totalmente libre, ha decidido formar parte de los profesionales de la política en un partido político determinado, y este ha aceptado su acceso como tal.


    Este político profesional solo tendría una relación con su partido para recibir ayuda en el perfeccionamiento de su especialidad y podría estar en el partido en dos situaciones:


     


    1. En espera de que se convoquen unas elecciones en las que su partido le presente como candidato.


    2. El partido político le ha presentado como candidato y ha obtenido un escaño en las elecciones. A partir de aquí debería:


     


    2.1. Ocupar el escaño correspondiente, siendo ahora un trabajador para el Estado, según el grupo asignado:


     


    ∙ Diputado o senador.


    ∙ Presidente del Gobierno, vicepresidente del Gobierno, ministro, delegado de Gobierno, subdelegado de Gobierno o ayudante del subdelegado de Gobierno.


    ∙ Presidente de comunidades, presidente de una comunidad autónoma, alcalde o concejal.


     


    2.2. Causar baja en su partido político como político profesional.


    2.3. Causar alta en ese escaño durante esa legislatura, donde tendrá aquel jefe que le corresponda según la entidad a la que represente.


    2.4. Estar desvinculado totalmente de su partido político, ya que ahora trabaja para el Estado en el cargo correspondiente a ese escaño.


    2.5. Tener total independencia para poder ejercer su libertad de voto.


    2.6. No tener ningún tipo de influencia con su anterior partido político, ya que tiene conocimiento de la ideología de este y, en su momento, decidió que actuaría y decidiría en su trabajo con independencia total para obtener un mejor servicio para España y los españoles, que es para quienes trabaja ahora, y no para su partido político.


     


    En cualquiera de las dos situaciones, el político podría ser un afiliado cuando se dé de baja como político profesional de su partido por su propia voluntad, o por decisión de su partido.


    En la segunda situación, el partido, según el caso, tendrá dos opciones para ocupar diferentes puestos:


     


    • Ocupar el puesto que dejó vacante su predecesor en esa legislatura.


    • Ocupar el puesto que dejó vacante su predecesor en su partido político.


     


    Acabada la legislatura, el ocupante de ese escaño podrá pasar a su partido de las siguientes maneras:


     


    • Como afiliado político, en cuyo caso ya no debería poder ser nunca un político profesional ni ocupar ningún tipo de escaño en legislaturas futuras. Su carrera política habría acabado. Para ello, tendría que cesar como político profesional de su partido político.


    • Repetir como político profesional en el mismo partido, en el que podrá volver a ocupar cualquiera de las situaciones 1 y 2.


     


    El partido político que gane las elecciones generales presentará a sus respectivos candidatos para el Gobierno, Congreso, Senado, comunidades autónomas y Administración local, y sus programas se presentarán a sus respectivos jefes para su control. Ese partido político tendría la obligación, por ley, de cumplir el programa durante su mandato electoral.


     


     


    LAS CORTES GENERALES


     


    Esto es lo que ley nos dice sobre las Cortes Generales en España:


     


    • Son la representación del pueblo español, están formadas por las cámaras del Congreso de los Diputados y el Senado, y ejercen la potestad legislativa del Estado, teniendo el resto de las competencias que les atribuya la Constitución.


    • Sus miembros no están ligados por mandato imperativo.


    • Las Cortes Generales son inviolables.


    • Nadie podrá ser miembro de dos cámaras simultáneamente.


     


    Este aspecto debería ser también modificado de manera que expresara lo siguiente:


     


    • El Congreso de los Diputados legisla para toda la nación española, y el Senado legisla para todas las comunidades autónomas de la nación española solo para cuestiones territoriales y locales.


    • Los miembros de cada una de estas cámaras se dedicarán al desarrollo de este trabajo en exclusiva.


    • Las cámaras que tendrían que tener poder para realizar una moción de censura, según el caso, son el Congreso de los Diputados y el Senado.


    • Nadie debería ser miembro de cualquiera de estas cámaras siendo funcionario del Estado ni cuando ejerciera al mismo tiempo cualquier otro trabajo público o privado, incluyendo sociedades, asociaciones y fundaciones.


    • Cualquiera de las leyes que emane de estas cámaras tendría que ser de carácter nacional y solo debería poder ser modificada por el Tribunal Constitucional cuando hubiera en alguna de ellas algo que fuese inconstitucional, competencia que tiene el citado tribunal para poder corregir.


    • Las Cortes Generales son la representación del pueblo español mediante los diputados y senadores, que han sido elegidos por los ciudadanos mediante su voto en unas elecciones generales de la nación española y que, de acuerdo con la Constitución española, son los representantes del pueblo español.


     


     


    CONGRESO DE LOS DIPUTADOS


     


    Esto es lo que la ley nos dice del Congreso de los Diputados, su composición y el sistema electoral:


     


    • Las Cortes Generales tienen dos cámaras, que son el Congreso de los Diputados y el Senado, y representan al pueblo español.


    • Las Cortes Generales tienen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus presupuestos y controlan la acción del Gobierno. Son inviolables y sus miembros no están ligados por mandato imperativo.


    • El Congreso de los Diputados lo componen 350 diputados elegidos por sufragio universal, la circunscripción electoral es la provincia y el mandato de los diputados dura cuatro años o hasta el día de disolución de la cámara.


    • Las elecciones se realizarán entre los treinta y sesenta días desde la terminación del mandato. El nuevo Congreso deberá convocarse después de los veinticinco días posteriores a la celebración de elecciones.


    • Los diputados gozarán de inviolabilidad e inmunidad por las opiniones que realicen en el ejercicio de sus funciones, y solo podrán ser detenidos en el caso de flagrante delito.


     


    Estos requisitos deberían ser modificados, de manera que expresaran lo siguiente:


     


    • En cuanto a su composición, el Congreso de los Diputados se compone de 350 diputados elegidos por sufragio universal, libre, igual y secreto. La circunscripción electoral es toda la nación española. El mandato de los diputados terminará a los cuatro años o el día de la disolución de la cámara. Las leyes ordinarias o no orgánicas las podrán proponer:


     


    a) El grupo político que gane las elecciones.


    b) Aquellos grupos políticos que sumen más del 50 % de los escaños de la cámara.


     


    • Los diputados responderán en la votación de las leyes de la siguiente forma cuando sean nombrados:


     


    a) Diciendo «sí».


    b) Diciendo «no».


    c) Diciendo «abstención».


     


    • Se aprobará una ley no orgánica cuando el número de síes supere el 50 % de los escaños de la cámara, resultando entonces una aprobación por mayoría absoluta.


    • Por aprobación de mayoría simple se entiende aquella en la que hay un mayor número de síes que de noes.


    • El proceso para la aprobación de una ley no orgánica será el siguiente:


     


    a) Que se apruebe en una primera votación.


    b) Si en la primera votación esa ley no saliera aprobada, tendría que ser presentada por segunda vez con las modificaciones oportunas.


    c) Si en la segunda votación esa ley no saliera aprobada, no se podrá volver a presentar hasta una nueva legislatura.


     


    • En cuanto a la presentación, solo se podrán presentar al Congreso de los Diputados los políticos profesionales que formen parte de partidos reconocidos con arreglo a la ley. El partido político presentará a sus aspirantes al Congreso de los Diputados, se lo expondrá al Estado en un plazo de cuarenta y cinco días, y este hará pública la lista de candidatos a diputados, a presidente del Gobierno, a ministros, a delegados del Gobierno y a sus subordinados con treinta días como máximo antes de que se celebren las elecciones generales.


     


    A dicha lista deberá acompañar el contenido motivado del programa del partido político sobre las leyes y tratados internacionales que quiere cambiar, modificar, anular y legislar en el Congreso, que pueden ser leyes ordinarias, leyes orgánicas, leyes de la Constitución española y tratados internacionales. En las leyes ordinarias y orgánicas se especificará su número de identificación, en la Constitución española se concretará el título y el artículo, y en los tratados internacionales deberá aparecer su fecha e identificación.


     


    • En cuanto al sistema electoral, los diputados serán elegidos por sufragio universal libre, igual y secreto, la circunscripción electoral es toda la nación española y el cálculo de los escaños se realizará de la siguiente forma:


     


    1. Para calcular los escaños iniciales sin redondeo de cada partido político, se dividirán los votos totales obtenidos por cada partido político entre el número total de votos obtenidos por todos los partidos políticos, y el resultado se multiplicará por el total de escaños asignados para los diputados. La votación se realizará mediante el voto de cada individuo mayor de 18 años, conforme establece la ley. Los votos obtenidos son el resultado de restar los votos contabilizados menos la suma de los votos en blanco y los votos nulos.


    2. Los escaños enteros son la parte entera de los escaños iniciales sin redondeo y la suma total de todos los escaños enteros. El resultado de la suma total de todos los escaños sin redondeo se obtiene sumando todas las partes enteras del apartado 1.


    3. Para calcular los escaños finales de cada partido político sin redondeo se procedería de la siguiente forma:


     


    3.1. La fórmula del incremento entre los escaños iniciales sin redondeo y los escaños enteros es esta: [(2 x total de escaños asignados) – total de escaños enteros)]/total de escaños asignados.


    3.2. Para calcular los escaños finales sin redondeo, se multiplica el incremento obtenido del apartado anterior (3.1) por el número de escaños iniciales sin redondeo del apartado 1.


    3.3. Para calcular la diferencia de escaños entre los escaños finales sin redondeo y los escaños enteros, se resta el apartado 3.2 menos el apartado 2.


    3.4. Para calcular el número de escaños que tenemos para aumentar en el redondeo, se toma la parte entera de las diferencias entre los escaños finales y los escaños enteros.


    3.5. Los escaños asignados a cada partido político se obtienen con la suma de los escaños enteros y la parte entera de las diferencias de los escaños finales y enteros.


     


    A continuación, dos ejemplos para diputados en las elecciones de 2016 donde se puede ver la diferencia entre el sistema actual y el nuevo:


     


    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            ESCAÑOS EN EL CONGRESO. ELECCIONES GENERALES DE 2016. SISTEMA ACTUAL Y NUEVO

          
        


        
          	
            PARTIDO POLÍTICO

          

          	
            VOTOS


            OBTE-


            NIDOS

          

          	
            SISTEMA


            ACTUAL

          

          	
            SISTEMA NUEVO

          
        


        
          	
            X = ESCAÑOS INICIALES SIN REDON–DEO

          

          	
            ESCAÑOS


            ENTEROS


            = Y

          

          	
            (1,022857) X = ESCAÑOS


            FINALES SIN REDON–DEO

          

          	
            DIFEREN–CIAS


            ESCAÑOS


            FINALES Y


            ENTEROS = Z

          

          	
            ESCAÑOS


            ASIG–NADOS


            ENTEROS =


            Y + Z

          
        


        
          	
            ESCA–ÑOS


            OBTE-


            NIDOS

          
        


        
          	
            PP

          

          	
            7.906.185

          

          	
            137

          

          	
            116,51377

          

          	
            116

          

          	
            119,17693

          

          	
            3,17693

          

          	
            116 + 3 = 119

          
        


        
          	
            PSOE

          

          	
            5.424.709

          

          	
            85

          

          	
            79,944165

          

          	
            79

          

          	
            81,771456

          

          	
            2,771456

          

          	
            79 + 2 = 81

          
        


        
          	
            Podemos

          

          	
            5.049.734

          

          	
            71

          

          	
            74,41812

          

          	
            74

          

          	
            76,119102

          

          	
            2,119102

          

          	
            74 + 2 = 76

          
        


        
          	
            C’S

          

          	
            3.123.769

          

          	
            32

          

          	
            46,035115

          

          	
            46

          

          	
            47,087344

          

          	
            1,087344

          

          	
            46 + 1 = 47

          
        


        
          	
            ERC-CATSI

          

          	
            629.294

          

          	
            9

          

          	
            9,273915

          

          	
            9

          

          	
            9,4858898

          

          	
            0,4858898

          

          	
            9

          
        


        
          	
            CDC

          

          	
            481.839

          

          	
            8

          

          	
            7,10087

          

          	
            7

          

          	
            7,2631752

          

          	
            0,2631752

          

          	
            7

          
        


        
          	
            PNV

          

          	
            286.215

          

          	
            5

          

          	
            4,217955

          

          	
            4

          

          	
            4,3143652

          

          	
            0,3143652

          

          	
            4

          
        


        
          	
            EH Bildu

          

          	
            184.092

          

          	
            2

          

          	
            2,712955

          

          	
            2

          

          	
            2,7749652

          

          	
            0,7749652

          

          	
            2

          
        


        
          	
            CCa-PNC

          

          	
            78.080

          

          	
            1

          

          	
            1,15066

          

          	
            1

          

          	
            1,1769607

          

          	
            0,1769607

          

          	
            1

          
        


        
          	
            PACMA

          

          	
            284.848

          

          	
            0

          

          	
            4,197795

          

          	
            4

          

          	
            4,2937444

          

          	
            0,2937444

          

          	
            4

          
        


        
          	
            GRUPO VERDE

          

          	
            51.742

          

          	
            0

          

          	
            0,76251

          

          	
            0

          

          	
            0,7799387

          

          	
            0,7799387

          

          	
            0
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